
Puerto Montt, cuatro de mayo de dos mil veintiséis.

Vistos:

Se reproduce la sentencia apelada de veintinueve de agosto de dos 

mil veinticuatro, dictada por el Juzgado de Letras de Castro en causa Rol C-

2311-2019,  con  excepción  de  sus  considerandos  décimo  cuarto,  décimo 

quinto,  décimo  sexto,  décimo  séptimo,  décimo  octavo,  décimo  noveno  y 

vigésimo, que se eliminan.

Y se tiene en su lugar y, además, presente:

Primero:  Que la parte demandante dedujo recurso de apelación en 

contra  de  la  sentencia  que  rechazó  la  demanda  de  indemnización  de 

perjuicios por falta de servicio, solicitando su revocación y que se acoja la 

acción, sobre la base de estimar que la tardanza en la atención de urgencia, 

la omisión de exámenes cardiológicos y la supuesta pérdida de oportunidad 

habrían determinado el fallecimiento de don Juan Manuel Ulloa Hernández.

Segundo:  Que  del  mérito  de  los  antecedentes  asentados  en  la 

sentencia de primer grado aparece establecido que el día 5 de junio de 2018 

el paciente concurrió al  Hospital  de Castro, fue categorizado como C2 de 

emergencia,  consultó  por  dolor  abdominal  y  agitación,  y  fue  examinado 

médicamente  a  las  20:52  horas,  dejándose  constancia  en  el  Dato  de 

Atención de Urgencia de antecedentes compatibles con diabetes mellitus tipo 

2,  consumo  de  alcohol,  malestar  general  y  agitación,  diagnosticándosele 

hiperglicemia no especificada, indicándosele suero fisiológico e insulina, para 

luego ser dado de alta con indicación de seguir tratamiento habitual. También 

quedó asentado que falleció al día siguiente por isquemia miocárdica aguda, 

con causa originaria accidente de placa coronaria.

Tercero:  Que,  en  materia  sanitaria,  la  responsabilidad  del  órgano 

público exige la acreditación de una falta de servicio y, además, que el daño 

se haya producido por la acción u omisión del órgano, mediando dicha falta; 

asimismo, la carga de probar los presupuestos de la acción corresponde a 

quien los alega. En tal sentido, el artículo 38 de la Ley N° 19.966 dispone que 

los órganos de la Administración del Estado en materia sanitaria responden 

por  los  daños  que  causen  por  falta  de  servicio  y  que  el  particular  debe 

acreditar  que  el  daño  se  produjo  mediando  dicha  falta;  por  su  parte,  el 

artículo  1698  del  Código  Civil  establece  la  regla  general  de  carga  de  la 

prueba, y el artículo 186 del Código de Procedimiento Civil define el objeto 
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del recurso de apelación como obtener que el tribunal superior enmiende con 

arreglo a derecho la resolución del inferior.

Cuarto: Que, conforme a esos parámetros, esta Corte no comparte la 

conclusión del fallo en cuanto tuvo por parcialmente acreditada una falta de 

servicio por la sola tardanza en la atención. En efecto, la demora constatada 

en la atención de urgencia, aun cuando pueda estimarse reprochable desde 

el  punto de vista  organizacional,  no basta por sí  sola,  en las particulares 

circunstancias del caso, para configurar falta de servicio indemnizable, desde 

que el paciente sí fue objeto de examen clínico, recibió atención médica, se 

le indicó tratamiento acorde a la sintomatología consignada al ingreso y no 

se acreditó que el estándar asistencial exigiera, con los antecedentes clínicos 

disponibles  en  ese  momento,  un  proceder  diverso.  Ello  surge  del  propio 

razonamiento del fallo, que dejó asentado que el actuar del personal no fue 

contrario a la lex artis, y del informe pericial del Servicio Médico Legal, que 

fue categórico en señalar que no existían elementos clínicos que permitieran 

sospechar un síndrome coronario agudo al momento de la consulta.

Quinto: Que, en esa misma línea, no aparece justificado sostener que 

existía  razón  clínica  para  disponer  exámenes  cardiológicos  específicos, 

como pretende la apelación. El recurso construye su agravio sobre la base 

de que debieron practicarse ECG, radiografías u otros exámenes orientados 

a descartar una patología coronaria; sin embargo, el informe pericial valorado 

por el tribunal señaló precisamente que no existían elementos clínicos para 

sospechar síndrome coronario agudo o isquemia miocárdica al tiempo de la 

atención de urgencia. A ello se suma que la sintomatología registrada en el 

Dato  de  Atención  de  Urgencia  fue  la  de  dolor  abdominal,  agitación, 

hiperglicemia  y  malestar  general,  antecedentes  respecto  de  los  cuales  la 

sentencia asentó que el diagnóstico y tratamiento otorgados no contrariaron 

la lex artis. En consecuencia, no puede imputarse al servicio una omisión 

antijurídica  por  no  haber  ordenado  exámenes  cardiológicos  que  los 

antecedentes clínicos entonces disponibles no imponían.

Sexto:  Que tampoco se configura en la especie el  presupuesto del 

nexo causal. El propio fallo de primer grado, sobre la base de la pericia del  

Servicio Médico Legal, razonó que no era posible establecer vínculo causal 

entre la atención otorgada y el fallecimiento posterior, precisamente porque 

el servicio realizó la intervención médica descrita, no existió infracción a la 
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lex artis y no había elementos clínicos que permitieran sospechar el cuadro 

coronario que finalmente ocasionó la muerte. Así, la sola sucesión temporal 

entre  la  atención  en  urgencia  y  el  deceso  acaecido  al  día  siguiente  no 

autoriza, sin más, a tener por demostrado que el resultado dañoso derivó 

causalmente de una conducta omisiva del establecimiento asistencial.

Séptimo:  Que,  por  las  mismas  razones,  no  puede  prosperar  la 

alegación  de  pérdida  de  oportunidad  introducida  por  la  recurrente.  Dicha 

construcción supone demostrar, al menos, que la conducta reprochada privó 

al paciente de una posibilidad real y seria de evitar el desenlace dañoso. Sin 

embargo,  en  autos  quedó  asentado  que  el  paciente  fue  examinado 

clínicamente en urgencia y diagnosticado conforme a las dolencias y signos 

con que consultó, y que, según el peritaje, no existían antecedentes clínicos 

que permitieran entonces sospechar un síndrome coronario agudo ni afirmar 

que  un  proceder  distinto  hubiera  evitado,  con  probabilidad  jurídicamente 

relevante,  el  fallecimiento. En tales condiciones,  la  tesis  de la pérdida de 

oportunidad descansa aquí en una mera conjetura y no en un antecedente 

probatorio suficiente.

Octavo:  Que,  en  consecuencia,  no  habiéndose  acreditado  falta  de 

servicio imputable al  Servicio de Salud demandado, y faltando además la 

relación causal entre la atención brindada y el resultado dañoso, el recurso 

de  apelación  no  puede  prosperar,  debiendo  confirmarse  la  sentencia  en 

cuanto rechaza la demanda, eliminándose, sin embargo, toda referencia a 

que en la especie se hubiere configurado, siquiera parcialmente, una falta de 

servicio.

Por  estas  consideraciones  y  de  conformidad,  además,  con  lo 

dispuesto  en el  artículo  38  de la  Ley N°  19.966,  en  el  artículo  1698 del 

Código Civil y en los artículos 186 y siguientes del Código de Procedimiento 

Civil, se declara:

Que  se confirma  la sentencia de veintinueve de agosto de dos mil 

veinticuatro, dictada por el  Juzgado de Letras de Castro en causa Rol C-

2311-2019.

No firma el Sr. Fiscal Judicial don Danilo Báez Reyes quien concurrió 

a su vista y acuerdo por encontrarse en comisión de servicios.

Redacción del abogado integrante Sr. Madrid. 

Regístrese y devuélvase.
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Rol N° Civil-1407-2024.
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Pronunciado por la Segunda Sala de la C.A. de Puerto Montt integrada por Ministra Gladys Ivonne

Avendaño G. y Abogado Integrante Mario Andrés Madrid M. Puerto Montt, cuatro de mayo de dos mil

veintiseis.

En Puerto Montt, a cuatro de mayo de dos mil veintiseis, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario

la resolución precedente.
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